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Por tales razones hemos de concluir en que la Sen­
tencia recurrida lesionó el derecho fundamental a obte­
ner tutela judicial efectiva sin indefensión que reconoce
el art. 24.1 de la Constitución. al haber impedido injus­
tificadamente el acceso a un recurso legalmente esta­
blecido.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el amparo interpusto por don Fernando Maga­
riñas Munar y. en consecuencia:

1.0 Declarar la nulidad de la Sentencia de 26 de
marzo de 1990. dictada por la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid.

2.° Restablecer al recurrente en su derecho a la tute­
la judicial efectiva.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento inmedia­
tamente anterior al de dictarse la resolución citada. a
fin de que por el Tribunal se dicte nueva Sentencia en
la que. teniendo por presentado el escrito de preparación
del recurso dentro del plazo. deberá entrar a resolver
sobre las restantes cuestiones planteadas por las partes
en el recurso.

Publífluese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintinueve de marzo de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodrrguez Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García Mon y González Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

11337 Sala Primera. Sentencia 116/1993. de 29 de
marzo. Recurso de amparo 1.759/1990. Con­
tra Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal
Supremo. así como contra las Resoluciones
de la Dirección General de Policía y la Sub­
secretaría del Ministerio del Interior, respec­
tivamente. que dispusieron la expulsión del
recurrente del territorio nacional. Vulneración
del princi{1io de legalidad: sanción sin cober­
tura legal.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.759/90. interpuesto
por don Patrick Octave Eugene Cerezo. representado por
la Procuradora de los Tribunales doña María Rodríguez
Puyol y asistido por el Letrado don David Moner Codina.
contra la Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supre-

mo.- de 19 de mayo de 1990. así como contra las Reso­
luciones. de 6 de julio de 1984 y 3 de enero de 1985.
de la Dirección General de la Policía y la Subsecretaría
del Ministerio del Interior. respectivamente. que dispu­
sieron su expulsión del territorio español. Han sido partes
en el proceso el Abogado del Estado y el Ministerio Fiscal
y Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno Sendra.
quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el
10 de julio de 1990. la Procuradora de los Tribunales
doña María Rodríguez Puyol. en nombre y representación
de don Patrick Octave Eugene Cerezo. interpuso recurso
de amparo contra la Sentencia de la Sala Tercera del
Tribunal Supremo. de 19 de mayo de 1990. y contra
las Resoluciones, de 6 de julio de 1984 y de 3 de enero
de 1985, de la Dirección General de la Policía y de la
Subsecretaría. respectivamente, que dieron lugar a la
expulsión del actor del territorio español.

En la demanda de amparo se solicita que se declare
la nulidad de las Resoluciones administrativas, así como
de las Sentencias de la Audiencia Territorial de Barcelona
y del Tribunal Supremo que las confirmaron, y que se
condene al Ministerio del Interior a satisfacer al actor
la suma de 17.000.000 de pesetas por los daños y per­
juicios causados.

2. La demanda de amparo se basa en los siguientes
hechos:

a) Por Resolución de 6 de julio de 1984, la Dirección
General de la Policía acordó la expulsión de don Patrick
Octave Eugene Cerezo del territorio nacional. con pro­
hibición de entrada en el mismo por dos años.

b) Contra la mencionada Resolución el actor inter­
puso recurso de alzada que fue desestimado por Reso­
lución de la Subsecretaría del Ministerio del Interior de
3 de enero de 1985.

c) Contra esta Resolución interpuso el actor recurso
de reposición y contra su desestimación por silencio
interpuso recurso contencioso-administrativo que fue
desestimado por la Sentencia de la Audiencia Territorial
de Barcelona, de 5 de julio de 1988. Contra esta Sen­
tencia interpuso finalmente recurso de apelación que
fue desestimado por la Sala Tercera el Tribunal Supremo
en Sentencia de 19 de mayo de 1990.

3. El demandante de amparo fundamenta su recur­
so en la vulneración de los derechos fundamentales a
la libre circulación y residencia en España (art. 19 C.E.).
a la tipicidad de las sanciones (art. 25.1 C.E.) y a las
garantías de defensa en el expediente administrativo de
expulsión (art. 24 C.E.).

a) En primer lugar argumenta el recurrente que la
expulsión del territorio nacional vulnera la libertad de
circulación y residencia garantizada a los extranjeros en
la Constitución Española (arts. 13 y 19) Y en la Decla­
ración Universal de Derechos Humanos (art. 13). La Reso­
lución administrativa que acordó su expulsión del
territorio nacional lesiona su derecho a la libertad de
circulación y residencia por cuanto carecía de motiva­
ción. Ni en el Acta de expulsión ni en las sucesivas deses­
timaciones de los recursos administrativos se le han dado
a conocer las razones en que se fundamenta su expul­
sión.

b) En segundo lugar el demandante de amparo ale­
ga que el expediente sancionador se ha tramitado sin
seguir el procedimiento establecido por la Ley y sin darle
audiencia y vista del mismo. con la consiguiente vul­
"eración de las garantías del art. 24 CE
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e) En tercer y último lugar denuncia el recurrente
la violación del principio de legalidad garantizado en el
art. 25 C.E. sobre la base de los siguientes argumentos.
De un lado. se dice en la demanda. la expulsión equivale
ala pena de extrañamiento tipificada en el Código Penal
y es evidente que el actor no ha cometido delito.() falta
alguna. De otro se alega que es preciso buscar la cober­
tura a los tipos administrativos fijados en el arto 29 del
Decreto 522/1974.

4. Por providencia de 24 de septiembre de 1990
la Sección acordó admitir a trámite la demanda de ampa­
ro Y. a tenor de lo dispuesto en el art. 51 LOTC. requerir
a las Salas de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Supremo y de la Audiencia de Barcelona para que rem~

tiesen. respectivamente. testimonio del rollo de apela­
ción núm. 2.122/88 Y del recurso núm. 1.244-V/85;
interesándose al propio tiempo se emplazase a quienes
fueron parte en el procedimiento. con excepción del
recurrente en amparo. para que pudieran comparecer
en el proceso constituc.onal.

5. Por providencia de 14 de enero de 1991. la Sec­
c,ón acuerda tener por recibidas las actuaciones remi­
tidas por el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña
y Sala Tercera del Tribunal Supremo; tener por personado
y parte al Abogado del Estado y. a tenor de lo dispuesto
en el art. 52 de la LOTC. dar vista de todas las actua­
cIones al Ministerio Fiscal. al Abogado del Estado y a
la Procuradora señora Rodríguez Puyo!. para Que dentro
de dicho término puedan presentar las alegaciones <¡tle
a su derecho convengan.

6. El Fiscal. en su escrito de alegaciones. interesa
Que se dicte Sentencia denegando el amparo solicitado.

Afirma el fiscal en primer lugar que nos encontramos
ante un recurso de amparo de los previstos en el
arto 43 de la LOTC. puesto que las resolUCIOnes JudICiales
no he n 'lecho sino agotar la, via judicial. sin que a "lIa~

S" ,mpute "¡olac'á,, autónoma alguna de un derecho
!l ndamental.

En cuanto al ano 19 C.E, alega el Fiscal que el derecho
3 entrar y salir libremente de España tan sólo es invocable
por un extranjero si se pone en relacoón con el art 13
C.E.. Los derechos de los extranjeros en España estan
sujetos a la configuración legal que de los mismos hace
I,a Ley Orgánica 7/1985 V el Decreto 522,11974. cu,os
am. 26 y 29. respectivamente. prevén diversas causas
de el<pulsión del territorio nacional. Por otra parte. el
TCJu na! Constitucional tiene decluado que la expulSIón
de un extranjero del' te,,"itor~o nactonat n:l es mecbda:
que afecte a las previsiones del art. 1S C.L. ,ino que
se mueve dentro elel ámbito del arto 13 e E. (ATe
182/1985). No es apr;cable. pór tanto. el art, 19 e.E.
a~ caso de autos, idént~coal cOi1l~emp'adcen la res0liucH....)n
menCIonada.

Por lo que respecla a la supuesta ¡ofracción del
3rt. 24 C.E.. Imputada por el actor a la falta de motIvación
de 'as resoluc,ones administrativas. argumenta el Fiscal
que Ilú obstante ser cierto Que el Acta de expulsión
~ú sefulla las razones especificas Que dieran lugar a la
f',isma, no lo es men<:Js Que en la resolución del recurso
3'cm""strativo. Que oitlfa en autos. se sei\alan con el...
'lOad dos causas: el hecho de encontrarse Ilegalmente
~'q Es;.~ll1a desde hoce CI'Jatro ellOS y e' eocontrarse
G€,~-{":I.ceñ!onoo" t3fr1:h~ren en fonna ;Jegat actividades
iah:oio,'$.S. ?Cf ctr3' perte~ ';2jindefenSK.1,,, -<::uando ha
",,,,diado audle<1e,a " Jnte"'e"c..~n del afectadQ- d¡fk ;j.
;nente puede causmse en 'lÍa administrativa '1, caso de
3t,}':BCBI'" asi. se feme<f¡ja med~:?lte la oportuna inít:=irv'f'n­
G'C-q d·g los órnanü,~' r-Jdjciates.. ,A,;.":i. pues, n,:) pt;;~ce Pf0:5­
p'?":'2i :B CUe;'<:' ..l,il JecWT'lote, ya oue ~a -1l'O·t'l,9::l0n hu

existido desde la via administrativa y se ha reforzado
en la jurisdiccional.

Finalmente. por cuanto se refiere al art. 25.1 C.E..
el Fiscal rechaza que las Resoluciones administrativas
impugnadas hayan quebrantado dicho precepto. La exi­
gencia de cobertura legal para las sanciones adminis­
trativas rige sólo para las disposiciones postconstitucio­
nales. pero no para la que. como el Decreto 522/1974.
han nacido a la vida antes de 1978 (SSTC 15/1981.
42/1987 Y 83/1990). Por lo que se refiere a 'a con­
creción de la conducta típica que ha sido objeto de san­
ción es cierto que el grado de dlscrecionalidad otorgado
por el arto 29.1 del citado Decreto es muy amplio. pero
no lo es menos que la vaguedad del precepto puede
ser concretada mediante otro tipo de criterios. El propio
Decreto 522/1974. en su arto 26. permile la denegación
del permiso de residenc.a o de sus prórrogas por distintas
razones. entre otras por 'las «actividades que desarrolle»
el extranjero. Pues bien. consta en las actuaciones que
el actor realizaba actividades laborales sin el preceptivo
permiso de trabaja.. Por otra parte. y aunque en el
momento de acordarse la expulsión no estaba en v.gor
la ley Orgánrca 7/1985. de Extranjería. no cabe duda
que su inmediata publicación puede proporcionar cn·
terios hermenéuticos. Y así, el arto 26.1 de la citada Ley
seña'a como causa de expulsión precisamente las dos
que se hacen constar como motivos de la medida ado::>­
tada contra el solicitante de amparo: encontrarse ile­
galmente en territorio español y no hcber obtenido per
miso de trabaja y encontrarse trabajando. Todo lo cual
nos lleva a la conclusión de que na eXiste tampoco en
este asoecto Quiebra de derecho fundamental alguno

7. El Abogado del Estado solicita igualmente la
desestimación del recurso de amparo. Con carácter pre­
vio al an¡¡lisis de las distintas cuestiones sUSGitadas seña­
la el Abogado del Estado que los derechos y libertades
reconOCidos a los extranjeros son todos ellos sin excep­
.~ión derechos de configuración legal (SSTC 107/1984
99/1985 Y 144/19901 Y que la interpretación de la
iega!dad ordmana corresponde al Juez ordinano.

No hay le;;160 del art. 24 CE .. pues del examen de
las actuadones se Jesprende que en el expediente de
expulSión no se pnvó al recurrente de ningun medio
de defensa. ni se omitlñel trámite de audiencia. ASI.
en la resolución del recurso de alzada. obrante en autos
la motivación --aunque sucinta-- recoge que el actor
se encontraba rlegalmente ;m España. desempeñando.
también de forma ilegal. actividades laborales. El con­
siderando de tal resolución alude expresamente 3 la
infracción del arto 29 del Decreto 522/1974.lguoI01enl1'
en la citada resolución se afirma que .preced.ó .nstruc­
ción del expedienle en el que se concedió audienCia
at interesado>}. Por Ü'!:.tP;ffiO, la Sentenóa de la Audl'encia
TerritOrr¡a~ de B<.,fce;oo¿ deterTnjna en su fundalnento de
Derecho segundo Que del examen del expediente admi­
nistrativo se desprende que el recurrente tuvo concel­
miente de la incoación det exped.ente, de la causa de
iniciación d,,1 mismo. de los motivos en Que se ¡und<'r
mentó. del .1erecho que le asistía a efectuar alegaciones
Y. finalmen\". de :as razones en cuya virtud se decretaba
la expulsión.

E(lste finalmente otra .-nea a!'9umental para demes­
1rar k1 in€Xf~stl'~nc:~a de ~<? pE '2te-ndkia tes;")n def derecho
a la tute'a llld.'C'2¡ "'''eCtr'3. este Trrbt'r'al ¡STC 66/1984)
j·.a d'3t·;¡g,uido entrE' las sanc:iones ad:11m¡strat~vas qUfi'
~,e (;:.rre-~:~ln a :¿; PiUtec-ÓOf1 defofdenger'!era! V aqueHas
otli3~tl'ue trataf" ::i'"? remediar" k~ tr:c:nsgip'PstOO de una serie
de otl'~gac¡'onescümprendroas er¡ fa COflcreta regianlen-­
taCión aphcabJe ai caso o si se pfef~ere" de un régtmen
Jurídico aSllíi~;dc v'Cj'~,:,;t~nai":''iente por ~üs ciudadanos
"Estas dtnll3S o?ntre ~'1$ t'L~ ha t1e fn.:Juirse la recurnda
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en amparo, afectan a relaciones a la que cabe extender
por analogía el concepto de sujeción especial y, por ello,
la expulsión del actor del territorio nacional no puede
calificarse de sanción en sentido estricto, sino que se
trata de una forma de restablecer el régimen jurídico
violado por el extranjero.

Tampoco ha existido infracción del derecho que pro­
clama el arto 25.1 C.E. a la predeterminación normativa
de las conductas ilícitas y de las sanciones correspon­
dientes. Aunque es cierto que el Decreto 522/1974 no
defina con la suficiente precisión las conductas que pue­
den determinar la expulsión de los extranjeros de España,
no lo es menos que se recoge como causa determinante
de dicha expulsión <elas actividades que desarrollen».

El Decreto 1.870/1968, no derogado por el Real
Decreto 1.031/1980, determinó que «para que un
extranjero pueda trabajar en España habrá de obtener
previamente la correspondiente autorización que se
expide en forma de permiso de trabajo» (art. 4). A esta
exigencia se refiere el arto 26 del Decreto 522/1974
cuando alude a las «actividades que desarrollen» los
extranjeros. Desarrollar por persona extranjera actividad
laboral o empresarial sin los debidos permisos es causa
de expulsión. El Real Decreto 1.031/1980, que regula
la concesión y prórroga de permisos de trabajo y per­
manencia y autorización de residencia a extranjeros. exi­
ge instar simultáneamente el permiso de trabajo y la
autorización de residencia. La Disposición adicional
segunda de este Decreto se remite al Decre­
to 522/1974. La tipificación de la conducta es, pues,
suficiente.

Tampoco se ha lesionado el derecho a la libre cir­
culación y residencia en España (art. 19 CE). La fun­
damentación de la queja del recurrente descansa exclu­
sivamente en motivos de mera legalidad y en que la·
privación del derecho se ha realizado sin cumplir los
trámites legalmente previstos. Por otra parte. el arto 19
C.E. se limita a consagrar el derecho de los españoles
a elegir libremente su residencia y a circular libremente
por el territorio nacional. Ninguna relación guarda, por
tanto. dicho precepto con las cuestiones que se plantean
que tan sólo afectarían. en su caso, al régimen de extran­
jería establecido en el arto 13 C.E., y ello, como ocurrió
en el caso resuelto por el ATC 182/1985, «sería materia
ajena al ámbito de protección del recurso de amparo».

Finalmente. respecto de la solicitud de indemnización
formulada por el recurrente de amparo, el Abogado del
Estado razona que es improcedente por las siguientes
razones: no ha habido lesión de los derechos fundamen­
tales del recurrente. no corresponde al Tribunal Cons­
titucional resolver sobre pretensiones indemnizatorias de
daños y perjuicios (SSTC 37/1982.22/1984 y 2/1987
y ATC 29/1983) y nada se ha probado respecto de
la realidad de dichos daños y perjuicios.

8. En su escrito de alegaciones. el demandante de
amparo manifiesta que en aras de la brevedad da por
reprodUCidos todos los argumentos de sus anteriores
escritos y especialmente los de la demanda de amparo.

9. Por providencia del día 26 de marzo de 1993
se señaló para deliberación y fallo de la presente Sen-
tencia el día 29 del mismo mes y año. .

11. Fundamentos jurídicos

1. Son objeto del presente recurso las Resoluciones
administrativas que dispusieron la expulsión del territorio
nacional del demandante de amparo don Patrick Octave
Eugene Cerezo. Nos encontramos. pues, ante un recurso
de amparo de los previstos en el arto 43 de la LOTC.
puesto que a las resoluciones judiciales -cuya nulidad

se solicita en tanto en cuanto confirmaron la legalidad
de los actos administrativos de referencia- no se les
imputa de forma autónoma la violación inmediata y direc­
ta de los preceptos constitucionales invocados por el
recurrente. Así. pues. lo que debemos determinar es si
las Resoluciones del Ministerio del Interior que decidie­
ron la expulsión del recurrente han lesionado o no sus
derechos a la libertad de circulación y residencia por
el territorio nacional (art. 19 C.E.), a un procedimiento
sancionador con las garantías debidas (art. 24 C.E.) y
a la legalidad sancionadora (art. 25.1 C.E.). Resulta, por
lo tanto, improcedente la invocación. de los arts. 103
y 104 C.E.. ya que. de acuerdo con lo establecido en
los arts. 53.2 C.E. y 41.1 LOTC. la infracción de dichos
preceptos constitucionales queda fuera del ámbito del
recurso de amparo.

2. Antes de entrar en el fondo de las cuestiones
planteadas en el presente recurso hay que dar respuesta
a las objeciones hechas por el Ministerio Fiscal y por
el Abogado del Estado en el sentido de que la expulsión
de un extranjero no afecta a las previsiones del arto 19
C.E. -que sólo alude a los españoles- sino al régimen
de extranjería establecido en el arto 13 C.E., siendo. por
lo tanto, materia ajena al ámbito de protección del recur­
so de amparo.

La objeción debe ser rechazada ya que, como hemos
declarado en nuestra reciente STC 94/1993. la inexis­
tencia de declaración constitucional que proclame direc­
tamente la libertad de circulación de las personas que
no ostentan la nacionalidad española no es argumento
bastante para considerar resuelto el problema, como ya
se indicó respecto a una cuestión similar planteada. por
el principio de igualdad ex arto 14 C.E. en la STC
107/1984, fundamento jurídico 3.° La dicción literal del
arto 19 C.E. es insuficiente porque ese precepto no es
el único que debe ser considerado; junto a él es preciso
tener en cuenta otros preceptos que determinan la posi­
ción jurídica de los extranjeros en España, entre los que
destaca el arto 13 de la Constitución. De acuerdo con
este precepto -que solamente reserva a los españoles
la titularidad de determinados derechos reconocidos en
el arto 23 C.E.• con el alcance que precisamos en la
Declaración de 1 de julio de 1992- resulta claro que
los extranjeros son titulares de los derechos fundamen­
tales a residir y a desplazarse libremente que recoge
la Constitución en su arto 19, si bien en los términos
que establezcan los tratados y la Ley (art. 13.1 CE).

3. Entrando ya en el fondo de las cuestiones plan­
teadas debemos resolver en primer lugar la relativa a
la supuesta infracción del arto 25.1 C.E.• ya que. de pros­
perar la pretensión del recurrente. esto es. de alcanzar
la conclusión de que la sanción impuesta (expulsión)
carece de la necesaria cobertura legal. por no ajustarse
a los principios recogidos en el arto 25.1 c.E., resultaría
innecesario abordar el examen de las cuestiones relativas
a la falta de motivación del acta de expulsión del
recurrente en amparo y de las hipotéticas infracciones
procedimentales habidas en el curso del expediente de
expulsión.

En relación con el arto 25.1 C.E. el recurrente plantea
dos cuestiones distintas. De un lado. alega que la expul­
sión equivale a la pena de extrañamiento, tipificada en
el Código Penal. siendo evidente que el señor Cerezo
no ha cometido delito o falta alguna. De otro. denuncia
la falta de cobertura legal del tipo administrativo fijado
en el arto 29 del Decreto 522/1974.

Respecto de la primera de las cuestiones planteadas.
la queja del recurrente carece de fundamento. ya que
es evidente que al actor no se le ha impusto pena alguna,
sino una sanción administrativa (la expulsión) como con



18 Miércoles 5 mayo 1993 BOE núm. 107. Suplemento

secuencia de una conducta tipificada como infracción
administrativa por el Decreto 522/1974. En efecto, con
abstracción de su naturaleza jurídica, la decisión admi­
nistrativa impugnada supone una limitación de derechos
y se ha basado en la apreciación de la conducta de
la persona, por lo que. como ya ha tenido ocasión de
sostener este Tribunal (SSTC 13/1982 y 61/1990).
ha de considerarse como sanción a los efectos del
arto 25.1 C.E.

Es. pues. en el ámbito del Derecho Administrativo
sancionador donde debe situarse la medida adoptada
por el Ministerio del Interior en relación con el señor
Cerezo.

Respecto de la segunda cuestión que suscita el
demandante de amparo (la falta de cobertura legal del
tipo administrativo que ha determinado la sanción de
expulsión) debe tenerse presente que. según consta en
las actuaciones, el actor fue expulsado en aplicación del
art. 29 del Decreto 522/1974 por encontrarse ilegal­
mente en España, desde hacía cuatro años. desempe­
ñando, también en forma ilegal, actividades laborales.
En consecuencia, lo que ha de determinarse es si el
precepto mencionado, único fundamento de la expul­
sión, cumple o no las exigencias derivadas del principio
de tipicidad que consagra el art. 25.1 C.E.

Nada hay que objetar al precepto cuestionado -con­
tenido en un Decreto de 1974- desde la perspectiva
de la garantía formal comprendida en el arto 25.1 C.E..
y referida al rango de la norma tipificadora de las infrac­
ciones y reguladora de las sanciones. En reiteradas oca­
siones hemos declarados que el principio de legalidad
que se traduce en la reserva absoluta de Ley no incide
en disposiciones o actos nacidos al mundo del Derecho
con anterioridad al momento en que la Constitución fue
promulgada (por todas. STC 42/1987). Pero, si ello es
cierto, no lo es menos que el principio de legalidad no
somete al ordenamiento sancionador administrativo sólo
a una reserva de Ley, sino que conlleva igualmente una
garantía de orden material y de alcance absoluto que
se traduce en la imperiosa exigencia de predetermina­
ción normativa de las conductas ilícitas y de las san­
ciones correspondientes, de manera que la norma puni­
tiva aplicable permita predecir con suficiente grado de
certeza las conductas que constituyen infracción y el
tipo y grado de sanción del que puede hacerse mere­
cedor quien la cometa (SSTC 42/1987, 219/1989
y 93/1992). Por consiguiente, es claro que, tras la entra­
da en vigor de la Constitución, no resulta admisible impo­
ner sanciones al amparo de normas preconstitucionales
que no tipifiquen con el grado de certeza y concreción
constitucionalmente exigible las conductas infractoras.

En el presente caso. según consta en las actuaciones,
la expulsión se produjo por concurrir en éste los «su­
puestos que establece el arto 29 del Decreto 522/1974»;
concretamente por encontrarse el actor ilegalmente en
España. desempeñando, también en forma ilegal, acti­
vidades laborales. Así. pues. la expulsión del recurrente
en amparo se presenta bajo la cobertura del arto 29.1
del Decreto 522/1974 que dispone que podrá acordarse
la expulsión, entre otras cosas. cuando por las activi­
dades que desarrollen los extranjeros así resulte pro­
cedente.

El tenor literal del precepto cuestionado (podrá acor­
darse la expulsión del territorio nacional de los extran­
jeros «cuando por su forma de vida. actividades que
desarroilen. conducta que observen. antecedentes pena­
les o policiales. relaciones que mantengan u otras causas
análogas asi resulte procedente») pone de manifiesto
con toda evidencia que la norma sancionadora que ha
sido aplicada al recurrente en amparo no permite pre­
decir con suficiente grado de certeza las conductas que

constituyen la infracción merecedora de la expulsión de
los extranjeros del territorio nacional. requisito exigido
por el art. 25.1 C.E. conforme a una reiterada doctrina
de este Tribunal Constitucional (por todas, STC
219/1989).

El art. 29.1 del Decreto 522/1974. incluido en el
Título V sobre' «Infracciones y sanciones». no sólo no
garantiza mínimamente la seguridad jurídica de los admi­
nistrados por no establecer con claridad criterios para
la graduación de las infracciones y las sanciones, sino
que infringe directamente el art. 25.1 C.E. al definir las
conductas determinantes de la expulsión a través de
conceptos que por su amplitud y vaguedad dejan en
la más absoluta indefinición los tipos punibles merece­
dores de tal medida. En efecto, «forma de vida», «ac­
tividades que desarrollen», «conducta que observen».
«relaciones que mantengan» y «otras causas análogas»
son términos imprecisos. absolutamente indeterminados
e indeterminables. por lo que inmediatamente diremos.
y omnicomprensivos de todas las conductas imagina­
bles. La fórmula empleada como criterio de cierre del
enunciado de la norma «cuando... así resulte proceden­
te», agrava aún más el carácter indeterminado del pre­
cepto tipificador, pues, de acuerdo con ello, podrá acor­
darse la expulsión del territorio nacional de los extran­
jeros cuando por su forma de vida, actividades que
desarrollen, conducta, relaciones, etc., «así resulte pro­
cedente».

Es por ello por lo que no puede admitirse la tesis
del Ministeri.o Fiscal sobre la licitud de los conceptos
jurídicos indeterminados en la tipificación de infraccio­
nes. pues, si bien es cierto que este Tribunal Consti­
tucional ha declarado que el art. 25.1 C.E. no impide
el empleo de este tipo de conceptos, no lo es menos
que al mismo tiempo ha subordinado su compatibilidad
con el precepto constitucional citado a la posibilidad
de que su concreción sea razonablemente factible en
virtud de criterios lógicos, técnicos o de experiencia. de
tal forma que permitan prever, con suficiente seguridad,
la naturaleza y las características esenciales de las con­
ductas constitutivas de la infracción tipificada (STC
69/1989). En el presente caso es evidente que no se
cumplen las exigencias mencionadas, ya que la fórmula
empleada por el precepto tipificador -cuando así resulte
procedente por su forma de vida, actividades que
desarrollen, conducta que observen, relaciones que man­
tengan u otras causas análogas- frustra por completo
la posibilidad de concreción de los elementos y carac­
terísticas esenciales de las conductas merecedoras de
la expulsión del territorio nacional.

Con mayor razón debemos rechazar la tesis del Abo­
gado del Estado quien, pese a reconocer que el Decre­
to 522/1974 no define con la suficiente precisión las
conductas que pueden suponer la expulsión de los
extranjeros de España, entiende que la tipificación que
hace el art.. 29 del Decreto mencionado es suficiente
si se pone en conexión con los Decretos 1.870/1968,
sobre régimen de empleo, trabajo y establecimiento de
extranjeros, 1.031/1980, sobre permisos de trabajo y
residencia a extranjeros y con el art. 26 del propio Decre­
to 522/1974.

La argumentación del Abogado del Estado no es admi­
sible. porque, si bien es verdad que este Tribunal ha
sostenido que no resulta contraria a la exigencia de lex
certa la tipificación por remisión a otras normas que
impongan deberes y obligaciones de ineludible cumpli­
miento, de forma que su conculcación se asuma como
elemento definidor de la infracción sancionable (STC
219/1989). es igualmente claro que esta doctrina no
resulta aplicable al caso desde el momento en que. ni
el precepto tipificador (art. 29 del Decreto 522/1974).
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ni ninguno de los otros que integran el Título V. relativo
a infracciones y sanciones. hace remisión alguna a nor­
mas concretas que contengan los elementos definidores
de la infracción sancionable con la expulsión. pues es
evidente que no puede tenerse por tal la previsión del
arto 29.3. según la cual también procederá la expulsión
cuando exista disposición legal que así lo determine.
En cualquier caso. y a mayor abundamiento. ni las nor­
mas contenidas en los Decretos 1.870/1968
y 1.031/1980. ni el art. 26 del Decreto 522/1974. apli­
cable este sí por la remisión que hace su arto 28.1. per­
miten prever. con suficiente grado de certeza. la con­
secuencia punitiva derivada del incumplimiento o trans­
gresión de las mismas. condición ineludible para que
la tipificación por remisión resulte compatible con las
exigencias del art. 25.1 c.E.. según dijimos en nuestra
STC 219/1989. antes citada. En efecto. no existe en
los Reglamentos citados ni un sólo precepto que permita
anudar a la conducta del actor (carecer de permiso de
residencia y de trabajo) la consecuencia de la expulsión
del territorio nacional. Tampoco permite deducirlo el
art. 26 del Decreto 522/1974 que prevé la posibilidad
de anulación de los permisos de residencia y perma­
nencia cuando se considere procedente pór la forma
de vida del interesado. actividades que desarrolle. con­
ducta que observe o por haber cometido alguna infrac­
ción en materia de extranjería.

Todo lo dicho ha de llevarnos a la conclusión de que
el art. 29 del Decreto 522/1974 no cumple con las
exigencias materiales que impone el art. 25.1 C.E.. por
lo que la sanción. en este caso de expulsión. impuesta
al actor con la única cobertura del precepto mencionado.
vulnera frontalmente el art. 25.1 C.E. y. con ello. el dere­
cho fundamental que de él se deriva (STC 77/1983).

4. Por lo que respecta a la pretensión indemnizatoria
esgrimida por el recurrente no procede hacer pronu!'­
ciamiento alguno. pues. como hemos declarado en rei­
teradas ocasiones. la vía de amparo no es adecuada
para iniciar reclamaciones de indemnizaciones de daños
y perjuicios (SSTC 37/1982.22/1984 y 2/1987).

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Patrick Octave
Eugene Cerezo y. en consecuencia:

1.0 Reconocer el derecho del recurrente a no ser
sancionado sino en aplicación de normas que definan
la conducta ilicita y la sanción correspondiente.

2.° Anular las Resoluciones de la Dirección General
de la Policía de 6 de julio de 1984 y de la Subsecretaría
del Ministerio del Interior de 3 de enero de 1985. impug­
nadas en el presente recurso. y las Sentencias de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Territorial de Barcelona. de 5 de julio de 1988. y del
Tribunal Supremo. de 19 de mayo de 1990. que las
confirmaron. .

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintinueve de marzo de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando Garela-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

11338 Sala Segunda. Sentencia 117/1993. de 29
de marzo. Recurso de amparo 1.988/1990.
Contra Sentencias del Juzgado de Instrucción
núm. 3 de La Orotava y de la Audiencia Pro­
vincial de Santa Cruz de Tenerife. recaidas
en juicio verbal de faltas sobre daños. Supues­
ta vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: irregularidad procesal sin relevancia
constitucional.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo. don José
Gabaldón López. don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la sifJuiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.988/90. promovido
por don Manuel Abrante Méndez. representado por el
Procurador de los Tribunales don Saturnino Estévez
Rodríguez. y asistido por el Letrado don Luis Alzolá Tris­
tán. contra las Sentencias de 31 de marzo de 1990.
del Juzgado de Instrucción núm. 3 de La Orotava. y
de 2 de julio del mismo año. de la Sección Segunda
de la Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife.
recaídas en el juicio verbal de faltas núm. 708/89. sobre
daños. Ha sido parte el Ministerio Fiscal. siendo Ponente
el Magistrado don José Gabaldón López.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en ~I Registro General de
este Tribunal el día 30 de julio de 1990. el Procurador
don Saturnino Estévez Rodríguez. actuando en nombre
y representación de don Manuel Abrante Méndez. inter­
puso recurso de amparo contra las Sentencias de 31
de marzo de 1990 del Juzgado de Instrucción núm. 3
de La Orotava. y de 2 de julio de 1990 de la Sección
Segunda de la Audiencia Provincial de Santa Cruz de
Tenerife. recaídas en el juicio verbal de faltas
núm. 708/89. sobre daños.

2. La demanda se basa en los siguientes hechos:

A) El solicitante en amparo. como representante de
la Comunidad de Aguas «Las Cumbres». el día 8 de
noviembre de 1989 presentó denuncia ante la Coman­
dancia de la Guardia Civil. puesto de La Orotava. por
los daños ocasionados en un canal de paso del paraje
denominado «La Duquesa». en el término municipal de
La Orotava. manífestándose que la persona que al pare­
cer los realizó fue don Dionisia Luis Fariña.

Por la Guardia Civil. tras practicar las oportunas dili­
gencias. se remitieron al Juzgado de Distrito de La Oro­
tava. actualmente Juzgado de Instrucción núm. 3 de
La Orotava. incoándose el correspondiente juicio verbal
de faltas con el núm. 708/89.

El día 25 de enero de 1990 se recibe en el Juzgado
declaración al denunciante, que se ratifica en lo mani­
festado anteriormente ante la Guardia Civil. mostrándose
parte. reclamando el importe de los daños ocasionados,
aportando un informe pericial sobre los mismos.

B) Se acuerda señalar para la vista del juicio oral
el día 28 de marzo de 1990. remitiéndose al recurrente
en amparo la cédula de citación por carta con acuse
de recibo, que es devuelta por Correos con la expresión
«ausente en horas de reparto en los días 12 y 13 de
marzo de 1990». En vista de dicha comunicación, el


